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en base a las bajas producidas. Es de esperar que a lo largo de 2015 podamos asistir a una mayor 
agilización y a nuevas incorporaciones.

No todas las personas usuarias de los Servicios Sociales son personas en situación de dependencia, 
aunque sí todas las personas en situación de dependencia son usuarias de los Servicios Sociales. Ello ha 
llegado a provocar un colapso de éstos y una falta de respuesta a las acciones preventivas, protectoras 
y de promoción recogidas desde la Ley de Servicios Sociales de Andalucía.

En cuanto a las posibles herramientas de las que se han dotado los Servicios Sociales Locales, para 
atender las situaciones de necesidad de la ciudadanía, debemos destacar las ayudas de emergencia social 
propias de los municipios, con una fuerte limitación presupuestaria; Los Decretos Leyes de la Junta de 
Andalucía 7/2013 y 8/2014 de medidas extraordinarias y urgentes para la inclusión social y la lucha contra 
la exclusión, a través del empleo y el fomento de la solidaridad en Andalucía y el Programa de Solidaridad 
con los Andaluces como las herramientas a la que se derivan a aquellos que carecen de ayuda.

Debemos reconocer los intentos de los ayuntamientos por atender esas demandas, pero la realidad de los 
recortes brutales en Servicios Sociales ha supuesto que la aportación del Estado haya caído en Andalucía 
a través del Plan Concertado en un 180%, cuando la demanda se ha incrementado. Para salvar las quejas 
derivadas a estos desde la Defensoría, se han visto obligados a contestar haciendo un largo historial de 
las ayudas recibidas en los últimos años por las personas afectadas, sin que se les haya podido atender 
de forma prioritaria en las actuales circunstancias.

Son los salarios indirectos (pensiones, subsidios, asignaciones familiares, provisión de bienes, programas 
alimentarios) los que más han sufrido los efectos perversos de los recortes. Junto a éstos, las políticas de 
igualdad de oportunidades para sectores genéricos (mujeres, jóvenes, personas mayores, adicciones...). 
En términos de género, ha habido una igualación por debajo, aunque son las mujeres solas con cargas 
familiares, responsables en solitario de sus hogares, las que más han sufrido estos efectos. Junto a éstas 
las personas menores y jóvenes, ya que en estos últimos las claves las tenemos que ver de futuro, pues 
pierden oportunidades de futuro que no podrán recuperar en ningún caso. También la perspectiva nacional 
o étnica está muy presente, ya que la población inmigrante o la de etnia gitana, por su pertenencia a una 
determinada escala social, se han visto duramente castigada.

En relación al denominado Programa de Solidaridad, ha sido la línea de actuación social que más ha sufrido 
estas consecuencias a lo largo de 2014. Se partía de un presupuesto idéntico al del año 2013, cuando 
era previsible que existiese una mayor demanda y con ello el déficit estuviese asegurado. El número de 
quejas en relación con este programa ha supuesto un incremento, con respecto al 2013 de casi un 300%.

Las peticiones de las personas afectadas eran reiteradas y siempre el argumento central era la consideración 
de este ingreso mínimo de solidaridad como el único medio y esperanza para sus circunstancias. Lo peor 
de esta situación era que las previsiones para el año próximo, según los presupuestos aprobados, nos 
llevan a una foto idéntica o peor a la del año 2014, ya que a las posibles demandas que vayan a existir se 
unen las más de 41.400 solicitudes que han quedado pendiente de reconocimiento y pago de este año. 
Nos encontramos por tanto con un programa obsoleto, que se encuentra fuera del contexto general de 
la crisis y que requiere nuevas formas de abordar estas situaciones.

3.2 
Renta de garantía de ingresos mínimos

Desde la Defensoría, ante el panorama descrito en la parte expositiva de esta capítulo y el gran número 
de personas y familias que se encuentran en situación de vulnerabilidad, en situación de exclusión social 
o en riesgo de estarlo, consideramos necesario llegar a cumplir los compromisos que existían para esta 
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legislatura de creación de la Renta Básica, como la mejor solución para atender las demandas de los 
sectores sociales que peor lo están pasando y que requieren de la atención de las Administraciones. 

Además de entender que es necesario desarrollar lo recogido en el artículo 23 del Estatuto de Autonomía 
de Andalucía, en el que se hace referencia a la construcción de un Sistema Andaluz de Renta Básica que, 
por una parte, reconozca el derecho estatutario a una renta que garantice unas condiciones de vida digna 
y a recibirla, en caso de necesidad, con arreglo a lo dispuesto en la ley y, por otra, eliminar el riesgo de 
exclusión social, personal y laboral, facilitando la inclusión de quienes carezcan de recursos suficientes 
para que los derechos sociales puedan ser ejercidos de forma efectiva.

Esta idea ha estado presente en el trabajo de la Institución en 2014, ya que tanto en la intervención 
de Defensor en el grupo de trabajo del Parlamento Andaluz sobre la Renta Básica como en la jornada 
celebrada en este año para dicho fin, hemos apostado por un modelo de Renta Básica Condicionada que 
fuera percibida por las personas que reúnan una serie de requisitos, y siempre y cuando mantengan los 
mismos, se garanticen los medios económicos necesarios que les permita hacer frente a las necesidades 
básicas e imprescindibles para vivir con dignidad. 

Ello supondría partir del principio de una renta o ingreso económico suficiente, al mismo tiempo que se 
pueda contar con el apoyo personalizado para la inserción laboral y/o la inclusión social, en el supuesto 
de que la persona lo necesitase.

Junto a ello, vemos necesario fortalecer unos valores cívicos y un sistema de bienestar que la crisis en 
estos años se ha encargado de destruir.

CAPÍTULO 01.I ADMINISTRACIONES PúBLICAS, 
ADMINISTRACIONES TRIBUTARIAS Y ORDENACIóN ECONóMICA 

01.I.2.2.3 
Subvenciones
...

A este respecto, cabe traer a colación el supuesto analizado en la queja 13/5746, promovida por la 
Coordinadora Andaluza de ONGD.

En ella, la entidad afectada exponía las dificultades que estaba teniendo para el cobro de subvenciones ya 
concedidas en el marco de las convocatorias para la realización de proyectos de cooperación internacional 
de los años 2010 y 2011. 

El motivo alegado por la Agencia Andaluza de Cooperación Internacional para el Desarrollo (AACID) consistía 
en la imposibilidad de proceder al abono de los proyectos aprobados hasta que los procesos de justificación 
de proyectos ejecutados por subvenciones concedidas en ejercicios anteriores no estuviesen concluidos.

No obstante, el problema que se suscitaba no partía en sí de la realización de tales tareas de comprobación, 
sino del retraso excesivo con el que dichos trabajos se estaban acometiendo como consecuencia de la 
carencia de medios personales y económicos para su desempeño, lo que a su vez estaba provocando la 
imposibilidad para las ONGD de percibir nuevas subvenciones en aplicación de lo dispuesto en el inciso 
primero del apartado primero del artículo 124 del Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de marzo, por el que 
se aprueba el Texto Refundido de la Ley General de la Hacienda Pública de la Junta de Andalucía, según 
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